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Apelación procedente 
del Tribunal de 
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Sala Superior de 
Bayamón 

 
Caso Núm.: 

DDP2014-0638 
 
Sobre:  Daños y 

Perjuicios, Violación 
de Derechos Civiles 

 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el 

Juez Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh 
 

García García, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

 El confinado Luis A. Rivera Crespo (en adelante, Rivera 

Crespo o el apelante) nos solicita que revisemos una Sentencia que 

dictó el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, el 26 de 

agosto de 2015.  Mediante el mencionado dictamen, se desestimó 

por falta de jurisdicción una demanda por daños y perjuicios y 

violación de derechos civiles que presentó el apelante contra el 

Superintendente de la institución correccional Bayamón 501 y 

otros demandados. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

revocamos el dictamen apelado.  Veamos. 

I 

 El recurrente se encuentra cumpliendo una sentencia de 

prisión en la institución correccional Bayamón 501.  El 13 de 

agosto de 2014, Rivera Crespo presentó una demanda por 

violación de derechos civiles y daños y perjuicios contra el 

Superintendente de la institución correccional Bayamón 501 y 
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otros demandados (en adelante, parte apelada o ELA).  En esencia, 

alegó que la parte apelada le había violado sus derechos 

constitucionales de igual protección de las leyes y del disfrute de 

su propiedad.  Explicó que, en reacción a un incidente que ocurrió 

antes del traslado del apelante al Módulo J, el Comandante de la 

Guardia, Miguel Cabán Rosado, aplicó una sanción colectiva 

(Regla 9) a todos los confinados en dicho módulo, incluyendo al 

apelante.   Rivera Crespo también alegó que el 19 de junio de 2014 

recogieron todos los televisores y “Playstation” que tenían los 

confinados, incluyendo un televisor propiedad del apelante hasta 

que los receptáculos de las celdas estuviesen aptos para el uso.  

Adujo que lo anterior solamente se hizo en el Módulo J del 

Edificio 3, Bayamón 501, a pesar de que había otros módulos en 

las mismas condiciones.  Según el apelante, una vez se corrigió la 

situación de los receptáculos no le devolvieron su televisor, a pesar 

de que él no participó de los eventos que propiciaron la sanción ni 

estuvo asignado a ese módulo cuando ocurrieron los mismos.  

 Reclamó que había sufrido un trato desigual injustificado, no 

autorizado, y que la agencia tenía conocimiento de la situación y 

no había hecho nada al respecto.  Añadió que, aunque toda la 

cárcel estaba en las mismas condiciones, solamente les quitaron 

los televisores que eran propiedad de los presos.  Reiteró que él 

llegó al Módulo J el 5 de junio de 2014 y le quitaron el televisor el 

19 de junio 2014, sin él haber estado en dicho módulo 

anteriormente. 

 El apelante solicitó que el tribunal le asignara un abogado de 

oficio para que lo representara en la demanda, ya que él es una 

persona impedida en sillón de ruedas eléctrico y mayor de edad.  

Además, le pidió al foro apelado que expidiera los emplazamientos 

correspondientes y que condenara a los apelados a reparar los 

daños y angustias mentales que le causaron, imponiéndoles el 
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pago de una indemnización por $75,000.00.  Por último, indicó 

que desistiría de la demanda, sujeto a que se elimine el trato 

desigual invocado y se le devuelva el televisor. 

El 26 de agosto de 2015, el foro primario dictó una sentencia 

que notificó al apelante el 4 de septiembre de 2015.  

Específicamente, el foro apelado determinó lo siguiente: 

Examinado el caso en epígrafe, el Tribunal declara el 
mismo No Ha Lugar por falta de jurisdicción.  Véase 
Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 Ap. XXXII-AR 23 y 24, Ley de la Judicatura de 1994, 
4 L.P.R.A. § 22 K.  Véase también, el Reglamento 

Núm. 8145 de 23 de enero de 2012, del Departamento 
de Corrección y Rehabilitación del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, el cual dispone: 

 
“El miembro de la población correccional podrá 
solicitar revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones, dentro del término de treinta (30) 
días calendarios, contados a partir de la fecha del 

archivo en autos de la copia de la Notificación de 
la Reconsideración, emitida por el Coordinador de 
Remedios Administrativo.”  Véase, Reglamento 

Núm. 8145, supra, Regla XV, Revisión Judicial 
ante el Tribunal de Apelaciones, página 27.  

  
El tribunal no tiene jurisdicción para resolver 
apelaciones de confinados por decisiones 

administrativas de las que éstos discrepan.  Es 
menester agotar los remedios administrativos; y de no 
estar conforme con lo resuelto, recurrir al Tribunal de 

Apelaciones. 
 

El tribunal se reserva la jurisdicción para atender la 
reclamación en daños hasta que concluya el proceso 
administrativo. 
 
Se ordena el archivo y desestimación del mismo. 

 
REGÍSTRESE Y NOTIFÍQUESE.  (Énfasis nuestro). 
 

Inconforme con lo anterior, Rivera Crespo presentó el 

recurso de epígrafe, donde no hizo un señalamiento de error en 

específico.  En esencia, alegó que no procedía el agotamiento de los 

remedios administrativos porque Corrección no tenía la facultad o 

autoridad para otorgar daños y perjuicios, por lo que tenía que 

acudir al tribunal de instancia para reclamarlos. 
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II 

La doctrina de agotamiento de los remedios administrativos 

constituye, junto a la doctrina de la jurisdicción primaria, una 

norma de abstención judicial que determina la etapa en que un 

tribunal de justicia debe intervenir en una controversia que se ha 

presentado inicialmente en un foro administrativo.  S.L.G. Flores v. 

Colberg, 173 D.P.R. 843 (2008); Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. 

del Rey, 155 D.P.R. 906 (2001); Mun. Caguas v. AT&T, 

154 D.P.R. 401 (2001). 

Su objetivo básico es evitar una intervención judicial 

innecesaria y a destiempo que tienda a interferir con el cauce y 

desenlace normal del procedimiento administrativo.  Como regla 

general, se invoca el agotamiento cuando una parte ante el foro 

administrativo solicita la intervención judicial previo a consumar el 

procedimiento administrativo.  S.L.G. Flores v. Colberg, supra; 

Mun. de Caguas v. AT&T, supra.  Así pues, toda parte que esté 

dentro de un procedimiento ante una agencia administrativa, no 

podrá recurrir ante el foro judicial hasta que haya agotado todos 

los remedios ante la agencia.  Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. del 

Rey, supra.  Por tanto, cuando la doctrina aplica, requiere que los 

tribunales se abstengan de intervenir hasta tanto la agencia 

atienda el asunto. 

El agotamiento de todos los remedios provistos por la 

agencia administrativa constituye un requisito jurisdiccional.  No 

obstante, a modo de excepción, existen instancias en las que 

puede obviarse el trámite.  Sobre ello, la Sec. 4.3 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, 3 L.P.R.A. § 2173, 

dispone, entre otros supuestos, que se podrá eximir a una parte de 

agotar remedios ante la agencia, cuando el remedio administrativo 

sea inadecuado; cuando requerir el agotamiento resultare en un 

daño irreparable al promovente y en el balance de intereses no se 
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justifica agotar dichos remedios; o cuando sea inútil agotar los 

remedios administrativos por la dilación excesiva de los 

procedimientos. 

Por otra parte, debemos señalar que, como regla general, la 

presentación de una reclamación por daños en los tribunales no 

puede ser utilizada como un subterfugio para burlar la obligación 

de agotar los remedios administrativos cuando, inmersa en la 

reclamación judicial, subyacen controversias que requieren ser 

adjudicadas inicialmente en el foro administrativo.  Igartúa de la 

Rosa v. A.D.T., 147 D.P.R. 318 (1998).  Ello es particularmente 

aplicable en situaciones en que la parte reclamante no acudió 

oportunamente ante el foro administrativo apelativo con 

jurisdicción y, eventualmente, no instó oportunamente un recurso 

de revisión judicial para cuestionar la denegatoria de su moción de 

reconsideración y optó por presentar una demanda independiente.  

En las circunstancias antes descritas, los tribunales deben 

abstenerse de adjudicar aquellas controversias incluidas en la 

reclamación judicial cuya adjudicación está reservada al foro 

administrativo, ya sea por tratarse de una materia de jurisdicción 

exclusiva de ese foro, o porque su resolución requiere una previa 

intervención de la pericia administrativa, entre otras 

circunstancias propuestas en nuestro ordenamiento jurídico.  Íd., 

pág. 333. 

III 

En el caso de epígrafe, el apelante sostiene que el tribunal de 

instancia no podía desestimar su demanda por falta de jurisdicción 

al amparo de la doctrina de agotamiento de remedios, puesto que 

su reclamación es una por daños y perjuicios, remedio que el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación no está autorizado a 

conceder.  Le asiste la razón. 
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De una lectura de su demanda se desprende que Rivera 

Crespo reclama indemnización por los daños y angustias mentales 

que alega sufrió al ser objeto de un trato desigual injustificado y al 

privársele del disfrute de su propiedad.  Debemos señalar que en 

este caso el foro administrativo no está facultado por ley para 

conceder indemnización por los daños y perjuicios sufridos por un 

confinado como consecuencia de una actuación gubernamental.  

 En fin, como puede observarse, la acción sobre daños y 

perjuicios incoada por Rivera Crespo no es una reclamación cuya 

adjudicación está reservada al foro administrativo.  Por tanto, 

incidió el foro primario al desestimar la reclamación de Rivera 

Crespo bajo la doctrina de agotar los remedios administrativos, 

mientras expresa que retiene jurisdicción para atender la 

reclamación de daños, cuando no se ha emplazado a la parte 

demandada. 

Al llegar a esta determinación no nos estamos pronunciando 

de forma alguna sobre si procede o no en los méritos la 

reclamación de daños de Rivera Crespo. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la sentencia 

apelada y se ordena la expedición y diligenciamiento de los 

emplazamientos correspondientes, luego de lo cual continuarán los 

procedimientos en forma consistente con lo antes expuesto. 

La Jueza Soroeta Kodesh respetuosamente disiente del curso 

decisorio de la mayoría del Panel por entender que en la Sentencia 

emitida el 26 de agosto de 2015, el Tribunal de Primera Instancia 

retuvo sin jurisdicción para atender la Demanda instada por los 

daños y perjuicios alegados por el apelante.  Por lo tanto, no 

procede la revocación de la Sentencia apelada. 
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 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


